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Prefacio

El Consejo Nacional de Justicia (CNJ), en alianza con el Ministerio de Justicia y Seguridad Pública 
(MJSP) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD Brasil) desarrollaron conjunta-
mente el Programa Fazendo Justiça (Programa Haciendo Justicia), que incluye un conjunto de inicia-
tivas dirigidas a todo el sistema penal y de justicia juvenil, buscando enfrentar los desafíos sistémicos 
de la privación de libertad en Brasil.

El programa está alineado con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, en par-
ticular el Objetivo 16 – Paz, Justicia e Instituciones Efectivas, que tiene como objetivo promover el 
acceso a la justicia y el fortalecimiento institucional basado en la inclusión social.

La estrategia desarrollada propone la creación o mejora de estructuras y servicios en el Poder Ejecuti-
vo y Judicial, así como la promoción de la capacitación, la publicación de productos de conocimiento 
y el apoyo en la elaboración de normas. En total, son 29 iniciativas realizadas en simultáneo con los 
interlocutores, enfocándose en resultados tangibles y sostenibles. Entre las iniciativas, se destaca la 
‘Articulación y Protección Internacional de los Derechos Humanos’, dirigida al intercambio de expe-
riencias entre Brasil y otros países en el ámbito de las políticas públicas del sistema penal y de justicia 
juvenil.

Actualmente en su tercera etapa, el programa tiene como objetivo consolidar los cambios emprendi-
dos y transferir el conocimiento acumulado. Las publicaciones reúnen las experiencias desarrolladas 
y sintetizan el conocimiento producido durante las tres primeras etapas, además de brindar apoyo a 
las acciones de formación de una amplia audiencia de profesionales del área.

Se elaboraron guías, manuales, investigaciones y modelos que asocian los conocimientos técnicos y 
normativos con la realidad observada en diferentes regiones del país, con la identificación de buenas 
prácticas y lineamientos para la realización de acciones de manera inmediata y facilitada.

Con el objetivo de compartir el conocimiento producido con una audiencia más amplia y difundir ex-
periencias exitosas, el programa realizó la traducción de sus principales títulos al inglés y al español. 
La estrategia también incluye la promoción de eventos, cursos y capacitaciones con la participación 
de socios internacionales, así como la difusión de estos productos de conocimiento traducidos, con 
el objetivo de difundir buenas prácticas que inspiren posibilidades de transformación social en una 
escala global.

Rosa Weber
Presidente del Supremo Tribunal Federal y del Consejo Nacional de Justicia
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Presentación

El sistema penitenciario y la Justicia Juvenil de Brasil siempre estuvieron marcados por graves proble-
mas estructurales, reforzados por responsabilidades difusas y por la ausencia de iniciativas articula-
das a nivel nacional basadas en evidencia y buenas prácticas. Este escenario comenzó a cambiar en 
enero de 2019, cuando el Consejo Nacional de Justicia (Conselho Nacional de Justiça - CNJ) comenzó 
a liderar uno de los programas más ambiciosos que se han lanzado en país para la creación de alter-
nativas diferentes a la cultura del encarcelamiento, el programa Justiça Presente. 

Este se trata de un esfuerzo interinstitucional inédito, con alcances sin precedentes, el cual solo se 
volvió posible gracias al trabajo conjunto con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en 
la ejecución de las actividades a escala nacional. Además, el programa cuenta con apoyo importante 
del Ministerio de Justicia y Seguridad Pública (Ministério da Justiça e Segurança Pública), a través de 
la figura del Departamento Penitenciario Nacional.

Las publicaciones de la Serie Justiça Presente presentan temáticas relacionadas al programa que 
involucran al sistema penal, como por ejemplo la audiencia de control de detención, las alternativas 
penales, el monitoreo electrónico, la política carcelaria, la atención a personas egresadas del sistema 
penal, el sistema electrónico y el sistema socioeducativo; para consolidar políticas públicas y entregar 
material útil para la capacitación y la sensibilización de los actores. 

Es motivante darse cuenta del potencial transformador de un trabajo realizado de manera colabora-
tiva, y que tiene por objetivo incidir en las causas, en lugar de insistir en las mismas y ya conocidas 
consecuencias, padecidas de forma más intensa por las clases más vulnerables. Cuando la corte más 
alta del país entiende que por lo menos 800 mil brasileños viven en una situación que está al margen 
de nuestra Constitución, no nos queda otro camino más que actuar. 

Las “Guías de Formación en Alternativas Penales” incluyen material didáctico de formación y sensibi-
lización para los actores que componen la política de alternativas penales en los estados, y se divide 
en cinco publicaciones: Guía I: Postulados, principios y directrices para la política de alternativas pe-
nales en Brasil; Guía II: Justicia restaurativa; Guía III: Medidas cautelares distintas de la prisión; Guía 
IV: Negociación judicial para delitos menores graves, penas alternativas, suspensión condicional del 
proceso y sentencia suspendida; Guía V: Medidas de protección de emergencia y otras acciones de 
responsabilización para hombres autores de violencia contra las mujeres. Con estas publicaciones, el 
Consejo Nacional de Justicia da un paso importante en apuntar a la calificación de la política de alter-
nativas penales y a la reducción del encarcelamiento en Brasil. 

José Antonio Dias Toffoli
Presidente de la Suprema Corte (Supremo Tribunal Federal) y del Consejo Nacional de Justicia
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Esta Guía integra el material didáctico de 
formación y sensibilización de los actores que 
componen el campo de las alternativas penales 
y es el resultado de una consultoría especiali-
zada del Programa de las Naciones Unidas – 
PNUD/ONU, en asociación con la Coordinación 
Nacional de Alternativas Penales (Coordenação 
Nacional de Alternativas Penais – CGAP/DEPEN) 
del Ministerio de Justicia y se sostuvo a partir 
de diversos encuentros entre especialistas y 
servidores públicos que trabajan en el Sistema 
de Justicia Penal en Brasil.

El resultado de este trabajo reúne la his-
toria de la Política Nacional de Alternativas Pe-
nales, haciendo un análisis consistente de su 
desarrollo basado en una percepción crítica de 
la cultura del encarcelamiento y de la expansión 
del control penal en Brasil y consolida un Ma-
nual de Gestión, considerando un robusto es-
fuerzo teórico, fruto de investigaciones, grupos 
de trabajo, debates y una evaluación audaz de 
los rumbos seguidos hasta entonces por la polí-
tica de alternativas penales en Brasil.

Es necesario reconocer que se han logra-
do muchos avances y resultados sustantivos, 
incluida la difusión de las Unidades de Alternati-

vas en muchos Estados, tanto bajo la Gestión del 
Poder Ejecutivo, como también por los propios 
órganos que componen el Sistema de Justicia 
Penal. No obstante, con respecto a la expectativa 
inicial de consolidar una alternativa concreta al 
uso hegemónico de la pena privativa de libertad 
por parte del Estado, no constatamos avances. 
Por el contrario, aunque hayamos presenciado 
el crecimiento de la política de penas y medidas 
alternativas en determinados estados, ésta no ha 
sido capaz de impactar o incluso desacelerar las 
tasas de encarcelamiento acaecidas en Brasil.

La transformación de este escenario se 
tornó la principal meta de todos los profesiona-
les involucrados en la elaboración del Modelo 
de Gestión, publicado en 2017 por el Ministerio 
de Justicia, aquí ahora difundido en formato de 
Guía. ¿Cómo hacer frente a la política de encar-
celamiento en masa vivido en Brasil? ¿Qué cami-
nos se deben seguir para que la política de alter-
nativas penales no reproduzca la misma lógica 
punitiva y los mecanismos de control penal?

En esta Guía, el lector encontrará propues-
tas consistentes para este tipo de inquietudes. 

PRESENTACIÓN TÉCNICA
Alternativas penales: por una intervención penal mínima, 

descarceladora y restaurativa en favor de la libertad, la 
dignidad y el protagonismo de las personas
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Propuestas que revisten la política de alternati-
vas penales de un lenguaje de política pública, 
presentando conceptos y herramientas de traba-
jo necesarios para orientar y dirigir la implemen-
tación y el desarrollo de los servicios en el campo 
de las alternativas penales de forma sistemática, 
coherente y con objetivos y resultados tangibles.

Esta primera Guía presenta la reconstruc-
ción histórica y crítica del desarrollo de la políti-
ca de alternativas penales en Brasil, consolidan-
do las bases para la propuesta de postulados 
y principios que refuerzan el papel estratégico 
de las alternativas penales como campo de de-
fensa y lucha por la intervención penal mínima, 
descarceladora y restaurativa. La dignidad, la li-
bertad y el protagonismo de las personas en las 
alternativas penales también se elevan a un nú-
cleo central de principios que son presentados 
aquí y que deben orientar, de manera integrada, 
la actuación de todas las entidades federativas y 
los órganos del Sistema de Justicia Penal.

En la Guía II, presentamos la justicia restau-
rativa, como metodología transversal, que debe 
permear la mirada de los profesionales en rela-

ción con todas las modalidades de alternativas 
penales. 

La Guía III está dedicada a las medidas 
cautelares diferentes a la prisión, indicando la 
necesidad de que la política de alternativas pe-
nales componga equipos calificados para actuar 
a partir de las audiencias de control de deten-
ción, atendiendo a las personas que tienen con-
cedida su libertad, con o sin medidas cautelares 
aplicadas.

En la Guía IV se presentan las metodolo-
gías de seguimiento de las siguientes modali-
dades de alternativas penales: penas o medidas 
restrictivas de derecho, acuerdo previo al enjui-
ciamiento, suspensión condicional del proceso y 
sentencia suspendida.

Resta a la última publicación, Guía V, pre-
sentar las medidas de responsabilización para 
hombres autores de violencia contra las muje-
res, con detalles sobre las metodologías, flujos 
y procedimientos de los servicios de responsabi-
lización, tal como los Grupos Reflexivos, confor-
me lo previsto en la Ley Maria da Penha (Ley Nº. 
11.340/2006, que crea mecanismos para frenar 



¡Les deseamos a todas y a todos una bue-
na lectura! Que las referencias aquí registradas 
sirvan de orientación para el Poder Público y 
también como faro para las acciones de control 
y participación de la sociedad civil en los pro-
cesos de formulación, implementación, segui-
miento y evaluación de las políticas públicas 
desarrolladas en el campo de las alternativas 
penales.

la violencia doméstica y familiar contra las mu-
jeres en Brasil).

Para todas estas modalidades se presen-
tarán conceptos, procedimientos de actuación, 
flujos e instrumentos de trabajo.  

Como puede constatarse, esta publicación 
consolida una fase importante de expansión pa-
radigmática y una instrumentalización que bus-
ca el fortalecimiento nacional de la política de 
alternativas penales, centrada en la búsqueda 
de la reducción del encarcelamiento en Brasil. 
El resultado final de este trabajo debe apoyar el 
rol de inducción del Consejo Nacional de Jus-
ticia, así como de los Consejos Superiores del 
Ministerio Público y de la Defensoría Pública, 
confiriendo la firmeza y la alineación necesarias 
para que, por su parte, las unidades federativas 
y la sociedad civil sean estimuladas, orientadas 
y apoyadas para la difusión e implementación 
de la política de alternativas penales, con el fin 
de contrarrestar el creciente encarcelamiento en 
masa en Brasil.

Es urgente ampliar las respuestas para 
combatir las violencias y la criminalidad, y bue-
na parte de las herramientas para esta transfor-
mación están sistematizadas en este material 
de formación y sensibilización. Definitivamente, 
es posible y necesario trabajar la responsabili-
zación creyendo en el ser humano, en su capa-
cidad de transformación y en la reversión de las 
trayectorias, invirtiendo en recorridos de partici-
pación y mediación, en el acceso a derechos, en 
el sostenimiento de vínculos familiares y comu-
nitarios y, en especial, en la restauración de los 
daños y de las relaciones sociales.  

Este material fue 
producido a partir 
del Manual de 
Gestión para las 
Alternativas Penales, 
aquí sistematizado 
en formato de Guía 
para la formación y 
sensibilización de 
todas las instituciones 
y personas que 
trabajan en el campo 
de las alternativas 
penales en Brasil. En 
el Manual de  Gestión 
usted encontrará 
mayor detalle de 
cada uno de los 
tópicos mencionados 
en las Guías. 
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Adoptadas a partir de las Reglas de To-
kio, éstas disponen la utilización de las penas 
restrictivas de la libertad para delitos graves y 
para los condenados de peligrosidad intensa, 
debiendo promover el uso de penas alternativas 
para otros delitos y crímenes de menor poten-
cial ofensivo. En Brasil, esta instancia comen-
zó a utilizarse, sobre todo, a partir de la Ley N.º 
9.099/95, que creó los Juzgados Penales Espe-
ciales, siendo ampliado por la Ley N.º 9.714/98, 
que trajo nuevas modalidades de alternativas 
penales al ordenamiento penal brasileño.

Pasados cerca de 25 años desde los pri-
meros movimientos para la constitución de 
los servicios de alternativas penales, se puede 
constatar que las penas alternativas se incorpo-
raron a gran parte de las legislaciones penales 
de los países occidentales.

En EE. UU., un promedio del 90% de las 
condenas penales resultan en las diversas mo-
dalidades de bargaining, como una tendencia a 
establecer la consentida sumisión a la pena, en 
procedimientos abreviados, además de desta-
carse como uno de los países que más encar-
celan en el mundo. En Brasil hubo una tendencia 
parecida, de aumento sistemático de aplicación 
de penas alternativas sin que este factor haya 

Brasil ocupa el tercer lugar entre los paí-
ses que más encarcelan en el mundo actual-
mente, de acuerdo a la información consolida-
da por el Departamento Penitenciario Nacional 
(2017), lo que significa un aumento de más del 
80% de la población carcelaria en los últimos 
diez años. 

Del total de la población carcelaria, como 
retrata el Mapa de Encarcelamiento 2015, el 38% 
son detenidos preventivamente y cerca del 18% 
de las personas fueron detenidas por delitos 
cuya ley prevé una pena de hasta cuatro años, 
casos donde la ley indica el derecho a una pena 
sustitutiva de la prisión. Además, la población 
privada de libertad está conformada mayorita-
riamente por personas negras, lo que evidencia 
una tendencia del sistema penal a la selectivi-
dad, reforzando y enmascarando violencias es-
tructurales relacionadas con factores culturales 
e ideológicos que, cada año, sedimentan aún 
más el genocidio y la exclusión de la población 
negra en Brasil, a través de la criminalización.

A partir de una crítica contundente al mo-
delo penal que tiene en el encarcelamiento su 
método hegemónico, surgen las penas alterna-
tivas a la prisión.

INTRODUCCIÓN
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Un primer elemento por analizar es la con-
tracorriente de las penas alternativas llamada 
movimiento de la ley y el orden, también carac-
terizada por otras nomenclaturas como nueva 
derecha, nuevo realismo criminológico y neo-re-
tribucionismo penal, movimientos defensores 
de medidas represivas de extrema severidad y 
de la formulación de nuevos tipos criminales.

En contraste directo con los sustitutos de 
la prisión, este movimiento sigue un camino in-
verso, proponiendo leyes cada vez más rígidas, 
perpetuando y profundizando el control social 
por vía del sistema penitenciario a través de me-
canismos como un régimen íntegramente cerra-
do, cárceles de máxima seguridad con un régi-
men disciplinario diferenciado, prohibición de la 
libertad provisional, restricciones al derecho de 
recurrir la sentencia condenatoria, disminución 
de la edad penal, aumento de los tipos y la can-
tidad de penas, creación de los crímenes “atro-
ces”, entre otros.

Otro factor que parece dificultar en gran 
medida la efectividad de las penas alternativas 
para disminuir el encarcelamiento, en Brasil, son 
los obstáculos legales: una investigación reali-
zada por ILANUD (2006) mostró que la Ley N.º 
9.714, de 1998, al ampliar el quantum de pena 
en hasta cuatro años para la sustitución de pri-
sión por una pena alternativa, se mostró ineficaz 
para tal fin, dado que muchos jueces optan por 
la sustitución solamente de las penas con una 
duración de hasta dos años.

Según ILANUD, otro obstáculo sería la res-
tricción de la ley a la aplicación de las sustitu-
tivas a los delitos cometidos con amenazas y 
violencia, y al delito de robo. Estas restricciones 
eliminan del universo de las penas sustitutivas 
gran parte de los delitos que posiblemente las 
recibirían, teniendo poco impacto para cambiar 
la realidad del sistema penitenciario brasileño.

significado una reducción de la población carce-
laria, imponiendo el cuestionamiento acerca de 
si las penas sustitutivas se establecieron aquí, 
como en EE. UU., solo como una forma de com-
plementariedad al sistema penal, extendiendo el 
control a través de las penas sustitutivas más 
allá de los muros de la prisión.

Según Karam (2004), nacidas con el adve-
nimiento de las penas alternativas y principal-
mente con la creación de los juzgados penales 
especiales, las puniciones aumentaron sobre 
una población de infractores cuyo número an-
tes era menos representativo. La autora nos 
advirtió, incluso en 2004, que la aplicación de la 
nueva ley de los juzgados penales conduciría a 
la ampliación de la red de control penal, para la 
inclusión en el área de la criminalización secun-
daria de aquellos que antes escapaban de ella.

Una investigación del Instituto Latinoame-
ricano de las Naciones Unidas para la Preven-
ción del Delito y el Tratamiento del Delincuente 
– ILANUD, realizada en 2005, también confirmó 
esta tendencia al señalar que los mecanismos 
penales no se modificaron con las penas sus-
titutivas, pues no se dejaron alterar de acuerdo 
con esta nueva concepción. Según la investiga-
ción, el hecho de que el “condenado” a una pena 
alternativa sufra la “amenaza” de la pena de pri-
sión, en caso de incumplimiento, demuestra el 
carácter represivo de la pena aplicada.

Si la pena alternativa surge minimalista, 
entendida por Zaffaroni (2004) como una ten-
dencia contemporánea de la político-criminal, 
que debería postular la reducción al mínimo de 
la solución punitiva en los conflictos sociales, 
considerando los efectos de la injerencia penal 
del Estado, es menester problematizar la mane-
ra efectiva de su utilización para, estudiando los 
factores de avance y retroceso, percibir su efec-
tividad en tanto mínimo penal.
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muros de la prisión. El monitoreo electrónico es 
un ejemplo de esta expansión territorial del con-
trol penal.

¿Cuáles son los mecanismos necesa-
rios para asegurar la efectividad de las penas y 
medidas alternativas como intervención penal 
mínima?

A partir de esta visión crítica de la histo-
ria de las penas alternativas en Brasil, esta Guía 
busca consolidar los cambios en curso en la po-
lítica nacional de alternativas penales, estruc-
turada a partir de un Modelo de Gestión, inclu-
yendo la presentación, la historia de la política, 
directrices, principios, descripción de los acto-
res involucrados, diseño de flujos, capacitación, 
recursos necesarios, elementos fundamentales 
para apoyar las acciones de las instituciones y 
de las personas involucradas en la política de 
alternativas penales, centrada ahora en la bús-
queda incesante por reducir el encarcelamiento 
en Brasil.

También el posible exceso de discrecio-
nalidad de los jueces es un factor que dificul-
ta, desde el punto de vista formal, la garantía de 
aplicación sistemática de la pena alternativa. La 
ley deja “brechas” para interpretaciones que per-
miten al juez la no aplicación. Si un condenado 
no cumple con los requisitos objetivos previstos 
en la ley, no se sustituirá su pena; sin embar-
go, aunque cumpla con los mismos requisitos, 
el juez podrá, en base a elementos subjetivos, 
negar la sustitución. El régimen inicial de cum-
plimiento de la pena se realiza con observancia 
de los criterios previstos en el art. 59 que, por su 
parte, dispone sobre cuestiones poco objetivas, 
dejando margen a la no aplicación de las alter-
nativas penales, al disponer que corresponderá 
al juez juzgar atendiendo a “la culpabilidad, a los 
antecedentes, a la conducta social, a la persona-
lidad del agente, a los motivos, a las circunstan-
cias y a las consecuencias del delito, así como 
al comportamiento de la víctima” (CPB, Código 
Penal Brasileño, 1940).

Finalmente, el límite territorial que la cárcel 
establece torna insostenible que el Estado man-
tenga preso a todo aquel universo de personas 
que criminaliza, lo que demanda mecanismos 
menos onerosos y más fluidos, que puedan am-
pliarse al número creciente de personas llama-
das al control penal.

Las penas alternativas, si se amparan en 
esta perspectiva, se prestan al fortalecimien-
to del papel simbólico de la represión penal y 
expanden la intervención penal más allá de los 

La punición va tornándose, pues, 
la parte más velada del proceso 
penal, provocando diversas conse-
cuencias: deja el cuerpo de la per-
cepción casi diaria y entra en el de 
la consciencia abstracta; su efica-
cia es atribuida a  su fatalidad, no 
a su intensidad visible. (Foucault, 
1987, p. 13)

Este material fue producido a partir del Manual de Gestión para las Alternativas Penales, publicado por el Consejo 
Nacional de Justicia en 2020, aquí sistematizado en formato de Guía para la formación y sensibilización de todas 
las instituciones y personas que trabajan en el campo de las alternativas penales en Brasil. En el Manual de Gestión 
usted encontrará mayor detalle de cada uno de los tópicos mencionados en las Guías.

Para acceder al Manual de Alternativas Penales completo, utilice el Código QR del costado (se puede hacer 
clic en la versión web).

https://www.cnj.jus.br/wp-content/uploads/2020/05/manual-de-gest%C3%A3o-de-alternativas-Penais_ARTE_web.pdf
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da por jueces, promotores, defensores y técni-
cos de los diferentes estados; y tenía como ob-
jetivo promover la política de penas alternativas, 
brindando soporte institucional y fortaleciendo 
las iniciativas en las unidades de la federación.

En 2005, el Departamento Penitenciario 
Nacional – Depen ganó autonomía (Decreto N.º 
5535, del 13 de septiembre de 2005) y pasó a in-
tegrar, como órgano específico, el Ministerio de 
Justicia, manteniendo en su estructura la Ges-
tión del CENAPA, como una acción dentro de la 
Coordinación General de Reintegración Social 
(Coordenação-Geral de Reintegração Social). 
Actualmente, la política de alternativas penales 
se estructura como Coordinación General de Al-

1
Historia de la política de  

alternativas penales en Brasil

El inicio de la política nacional de penas y 
medidas alternativas en Brasil tiene como mar-
co el año 2000, con la creación de la Unidad Na-
cional de Apoyo y Acompañamiento de las Pe-
nas y Medidas Alternativas (Central Nacional de 
Apoio e Acompanhamento às Penas e Medidas 
Alternativas – CENAPA), dirigida por una Admi-
nistración que integraba la Secretaría Nacional 
de Justicia, en el Ministerio de Justicia.

En 2002 se creó la Comisión Nacional de 
Penas y Medidas Alternativas (Comissão Nacio-
nal de Penas e Medidas Alternativas – CONAPA), 
instituida por la Norma Administrativa (Portaria) 
N.º 153/2002. Esta Comisión se extendió hasta 
2011, con composición a cada dos años, forma-

De las penas alternativas a las alternativas 
penales y la necesidad de un Modelo de Gestión
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canismo metodológico para el seguimiento de 
las penas y medidas alternativas, así como para 
la inclusión social del público atendido. La Re-
solución N.º 06 del 25 de noviembre de 2009 del 
Consejo Nacional de Política Penal y Peniten-
ciaria (Conselho Nacional de Política Criminal e 
Penitenciária - CNPCP), y la Resolución N.º 101, 
del 15 de diciembre de 2009, por el Consejo Na-
cional de Justicia (CNJ), aprueban y recomien-
dan este modelo para el fomento de la política 
de penas y medidas alternativas.

La constitución de estas instancias posi-
bilitó una comprensión crítica sobre los rumbos 
de la política nacional de alternativas penales, 
dado que los datos, año tras año, señalaban la 
incapacidad de las penas y medidas alternativas 
para reducir el encarcelamiento de personas. 
Existía una incomodidad entre los profesionales 
y activistas del campo de las alternativas penales 
porque, a pesar del crecimiento en la aplicación 
de esta modalidad de respuesta penal, esto no 
significó una disminución del encarcelamiento.

En otra dirección, paralela a la extensión 
de las penas alternativas, la realidad también 

ternativas Penales (Coordenação-Geral de Alter-
nativas Penais – CGAP) junto al Departamento 
Penitenciario Nacional (Depen), en el Ministerio 
de Justicia, a partir de la Norma Administrativa 
(Portaria) N.º432 del 1 de abril de 2016.

El foco prioritario de la política nacional, 
desde su implementación, fue apoyar la crea-
ción de estructuras para el monitoreo de las pe-
nas y medidas alternativas en los estados. Para 
ello, el Gobierno Federal establecía convenios 
de transferencia de recursos para la creación de 
las Unidades de Apoyo y Acompañamiento de 
las Penas y Medidas Alternativas (Centrais de 
Apoio e Acompanhamento às Penas e Medidas 
Alternativas – CEAPAs). Estas estructuras eran 
creadas junto con el Poder Judicial, el Ministerio 
Público, la Defensoría Pública o el Poder Ejecuti-
vo, responsable de la ejecución de los proyectos 
a partir de acuerdos firmados con el Sistema de 
Justicia y respetando las iniciativas y peculiari-
dades de cada estado.

El modelo de las Unidades de Apoyo y 
Acompañamiento de las Penas y Medidas Alter-
nativas fue reconocido como un importante me-
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Esta Guía pretende señalar los elementos esen-
ciales constitutivos de este nuevo alcance de la 
política de alternativas penales.

mostró que afortunadamente se construyeron 
prácticas extrajudiciales de resolución de con-
flictos y justicia restaurativa, no obstante, a pe-
sar de las posibilidades de aplicación como al-
ternativas a la prisión, no fueron asumidas por el 
Sistema de Justicia de manera integral.

Frente a este contexto, en 2011, el Depen 
formó un grupo de trabajo junto a la Coordina-
ción General de Alternativas Penales (Coorde-
nação Geral de Alternativas Penais – CGAP), 
con el propósito de consolidar un Sistema Na-
cional de Alternativas Penales (Sistema Nacio-
nal de Alternativas Penais – SINAPE), a partir 
de estudios, del desarrollo de metodologías, del 
acompañamiento de iniciativas legislativas. En 
ese momento, ya existía un entendimiento crí-
tico del CGAP, materializado junto al grupo de 
trabajo, sobre la incapacidad de contener el en-
carcelamiento por la vía estricta de las penas y 
medidas alternativas, lo que implicó la promo-
ción de un cambio en la concepción de la po-
lítica, sobre todo agregando nuevas modalida-
des de alternativas con mayor capacidad de 
desencarcelamiento. 

Este no es un movimiento fácil y la propia 
realidad de la política de penas alternativas evi-
dencia que fueron necesarios cerca de quince 
años para construir una agenda nacional sobre 
el tema, sin haber conseguido impactar positi-
vamente en el encarcelamiento que tuvo lugar 
en el mismo período. Es decir, existen muchos 
desafíos para que las alternativas penales con-
tribuyan efectivamente a revertir la actual cultu-
ra de encarcelamiento en boga en Brasil.

El Estado debe garantizar efectivamente el 
acceso a los derechos fundamentales, además 
de crear otros mecanismos de resolución de 
conflictos y violencias distintos al confinamien-
to carcelario, centrándose en los pilares cons-
titucionales de la dignidad y libertad humanas. 

Concepto de alternativas 
penales: 

Las alternativas penales son mecanismos 
de intervención en conflictos y violencias, 
diferentes al encarcelamiento, en el ámbito 
del sistema penal, orientados a la restaura-
ción de las relaciones y a la promoción de la 
cultura de la paz, a partir de la responsabili-
zación con dignidad, autonomía y libertad.

2
Postulados para un Modelo de Gestión en 

Alternativas Penales en Brasil
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través de mecanismos alternativos con enfo-
ques restaurativos.

2
Postulados para un Modelo de Gestión en 

Alternativas Penales en Brasil

Los principios que aquí se presentarán 
para el campo de las alternativas penales cons-
tituyen las directrices valorativas sobre las que 
deben basarse las prácticas del campo de las 
alternativas penales.

Estos principios se estructuran a partir de 
postulados generales, en los que se basan los 
principios, teniendo como objetivo prioritario 
disminuir el encarcelamiento en Brasil.

Como medio para promover la reducción 
del encarcelamiento en Brasil, se hace necesario 
viabilizar transformaciones legislativas capaces 
de despenalizar conductas que pueden y deben 
ser resueltas por otras formas de control social 
formales o informales. Y solo para aquellas con-
ductas residuales, donde todavía se considera 
la necesidad de una mínima intervención penal, 
que se garantice la libertad de las personas a 

Frentes de acción para la 
consolidación de una política 

alternativa penal:

1)	 Viabilizar modificaciones legislativas ca-
paces de despenalizar conductas que 
pueden y deben ser resueltas por otras 
formas de control social formales o infor-
males;

2)	 Garantizar la libertad y promover la res-
ponsabilización vía alternativas penales 
para aquellas conductas residuales don-
de aún se considera la necesidad de la 
mínima intervención penal.
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Las alternativas penales pueden y deben 
ser aplicadas en cualquier fase de la intervención 
penal: en un momento anterior al proceso penal, 
realizadas a partir del Sistema de Justicia y con la 
posibilidad de resultar en acuerdos que impidan 
la instauración de un proceso penal; como susti-
tuto de la prisión cautelar; como suspensión del 
proceso o sustituto de una pena de prisión. 

Las instancias penales alternativas a la 
prisión se determinan en la legislación brasi-
leña a partir de la cantidad de pena aplicada y 
esto determina también la composición de las 
estructuras del sistema judicial que deberán ac-
tuar sobre los tipos penales.

Las alternativas penales son prácticas ya 
existentes en el mundo jurídico o consolidadas 
como experiencias no punitivas.

La legislación brasileña pertinente a las 
alternativas penales se encuentra en el artículo 
5° de la Constitución Federal que dispone so-
bre la prestación social alternativa; en la Ley N.º 
7.209/84 relativa a la reforma del Código Penal; 
en la Ley de Ejecución Penal, N.º 7.210/84; en 
la Ley N.º 9.099/95 sobre los Juzgados Pena-
les Especiales; en la Ley N.º 9.714/98, de las 
Penas Alternativas; en la Ley N.º 10.259/01, so-
bre los Juzgados Especiales en el ámbito de la 
Justicia Federal; en la Ley Maria da Penha, N.º 
11.340/06; en la Ley N.º 12.403/11, de Medidas 
Cautelares; en los arts. 77 a 82 del Código Penal 
que tratan la sentencia suspendida; y en cuanto 
a la Justicia Restaurativa, existe un Proyecto de 
Ley en trámite, el PL N.º 7.006/06.

Es importante destacar que la mayor parte 
de los problemas sociales, especialmente los ti-
pificados penalmente, se resuelve fuera de cual-
quier instancia penal.

Los resultados del estudio realizado en 
1996 por el ISER (Instituto de Estudos da Reli-
gião) y la Fundação Getúlio Vargas, en la Región 

Previsión de las alternativas 
penales en el ordenamiento 

jurídico:

I)	 Los delitos con pena máxima aplicada en 
hasta dos años, considerados de menor 
potencial ofensivo, serán recibidos por 
los Juzgados Penales Especiales Crimi-
nales (JE-CRIM) y para ellos podrán apli-
carse la transacción penal y la suspensión 
condicional del proceso.

II)	 Los delitos con pena máxima aplicada 
en hasta dos años, con o sin violencia, po-
drán recibir una sentencia suspendida.

III)	 Los delitos con pena máxima aplicada en 
hasta cuatro años, sin violencia o amena-
za grave, podrán recibir una pena restric-
tiva de derecho.

Modalidades de 
alternativas penales (Norma 

Administrativa – Portaria -  MJ 
N.º 495, del 28/04/2016):

I –	 penas alternativas;

II –	 transacción penal y suspensión condi-
cional del proceso;

III –	 sentencia suspendida;

IV – 	conciliación y prácticas de justicia res-
taurativa;

V –	 medidas cautelares diferentes a la prisión; 

VI – medidas protectoras de urgencia.
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na con los, así considerados, “acusado” y “vícti-
ma” y este cambio se materializa en la Estrate-
gia Nacional de Alternativas Penales (Estratégia 
Nacional de Alternativas Penais – ENAPE), por 
la Norma Administrativa (Portaria) N.º 2.594, del 
24.11.2011, del Ministerio de Justicia. El Pro-
yecto de Ley que crea la SINAPE fundamenta los 
objetivos y enumera las finalidades de la política 
de alternativas penales.

Frente a los elementos ya considerados, 
los postulados para las alternativas penales en 
Brasil tienen por perspectiva una mínima in-
tervención penal para el desencarcelamiento a 
partir de la libertad y el protagonismo de las per-
sonas y puja por la constitución de una acción 
integrada y una gestión política de las alternati-
vas penales.

Metropolitana de Rio de Janeiro, mostraron que 
el subregistro es muy alto, incluso en relación 
con los delitos violentos, es decir, el infraregistro 
es muy alto. En los casos de robo, por ejemplo, 
el 80% de las víctimas no denunciaron el delito 
a la policía. “No cree o tiene miedo de la policía” 
fue el motivo que los entrevistados alegaron con 
mayor frecuencia para explicar el no registro de 
los delitos (Lemgruber, 2001).

Las prácticas de mediación comunitaria 
y de justicia restaurativa desarrolladas fuera 
del sistema penal no serán consideradas den-
tro del alcance de esta política en función de su 
carácter extrapenal, pero indican que los con-
flictos sociales pueden y deben resolverse fuera 
de cualquier instancia penal, en soluciones es-
tablecidas entre los involucrados. Por lo tanto, 
programas de esta naturaleza deben ser promo-
vidos por instancias de gobierno, por el Sistema 
de Justicia no punitivo o por organizaciones de 
la sociedad civil con el fin de contener el control 
penal.

El instituto de la justicia restaurativa, a 
pesar de la no previsión legal, se viene desarro-
llando en algunos estados de Brasil, y pasa a ser 
acogido junto a las alternativas penales de ma-
nera transversal, buscando modificar un vicio 
estructural del proceso penal, el de apropiarse 
de los conflictos sin considerar los intereses de 
las personas involucradas en ellos.

Este entendimiento orienta la necesidad y 
el desafío de cambiar radicalmente la forma en 
que el sistema penal históricamente se relacio-

Finalidades de las 
alternativas penales:

I – 	 el incentivo a la participación de la co-
munidad y de la víctima en la resolución 
de los conflictos;

II –	 la responsabilización de la persona que re-
cibe una medida y el sostenimiento de su 
vínculo con la comunidad, con la garantía 
de sus derechos individuales y sociales;

III – el restablecimiento de las relaciones 
sociales.

Postulados para las alternativas penales en Brasil:
Postulado I:	 Intervención penal mínima, descarceladora y restaurativa;

Postulado II:	 Dignidad, libertad y protagonismo de las personas en las alternativas penales;

Postulado III:	Acción integrada entre entes federativos, sistema de justicia y comunidad 
para el desencarcelamiento.
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3
Principios y Directrices para  

las Alternativas Penales

El momento prioritario de la política alter-
nativa tiene como norte la estrategia de la máxi-
ma contención de la violencia punitiva, y esto 
implica que los principios de un derecho penal 
mínimo, como horizonte valorativo sobre el que 
deben espejarse las prácticas, se refieran a los 
requisitos mínimos de respeto a los derechos 
humanos en la ley penal. En este sentido, bus-
camos acoger muchos de aquellos principios 
señalados por Baratta en Principios de derecho 
penal mínimo (Baratta, 2003) y agregar otros, 
considerando que este documento aporta espe-
cificidades a la consolidación de un Manual de 
Gestión para la política de alternativas penales 
en Brasil.

El momento prioritario
de la política alternativa

tiene como norte la 
estrategia de la

máxima contención de 
la violencia punitiva
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3.1. 	 Principios para una intervención penal mínima, descarceladora y 
restaurativa

1. Respuesta no contingente

Existe una cultura punitiva en boga en Brasil 
que banaliza el uso de la intervención pe-
nal y utiliza este mecanismo para segregar y 
excluir a una porción específica de la socie-
dad. Es posible y necesario considerar otras 
soluciones a los conflictos y a las violencias. 
Por tanto, hay que centrarse en la exhausti-
vidad del debate sobre las posibilidades de 
respuestas no penales antes de considerar la 
criminalización primaria de conductas.

2. Prevención general

Es necesario cambiar el énfasis del Estado en 
un tipo de control social de carácter represi-
vo y punitivo para incluir formas preventivas, 
no punitivas y con participación social en la 
resolución de los conflictos sociales.

3. Subsidiariedad

Si se considera necesaria la intervención pe-
nal, debe existir una subsidiariedad de la pri-
sión en relación con las alternativas penales, 
restringiendo al mínimo su utilización.

4. Intervención penal mínima

Es necesario limitar al mínimo la interven-
ción penal como respuesta a los problemas 
sociales y garantizar que el uso de la prisión 
sea solo un recurso residual en el sistema 
penal. Las intervenciones penales deben 
atenerse a las más graves violaciones de los 
derechos humanos y restringirse al mínimo 
necesario para hacer cesar la transgresión.

5. Reserva de la ley o de la 
legalidad

No hay delito sin una ley anterior que lo defi-
na, así como no hay pena sin disposición pe-
nal previa. Se exige a las alternativas penales 
plena sintonía con esta máxima, buscando 
vincular las sanciones al no encarcelamiento 
siempre que el ordenamiento jurídico para 
tal fin sea favorable.

Las Unidades Integradas de Alternativas Pe-
nales deben atenerse a acompañar las me-
didas determinadas en los juicios sin impli-
car ningún tipo de obligatoriedad extra para 
el individuo. Cualquier tipo de conducción o 
atención más allá de la orden judicial debe 
tener carácter consensual, sin ningún tipo 
de coacción o imposición.
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6. Presunción de inocencia

En las alternativas penales, la presunción de 
inocencia debe, sobre todo, garantizar a las 
personas el derecho a la defensa y al debi-
do proceso legal y ser capaz de alterar sus-
tancialmente el etiquetamiento penal que 
cristaliza en determinados grupos sociales 
una identidad delictiva de forma altamente 
selectiva, discriminatoria y generalmente ra-
cista. Una reserva fundamental a este princi-
pio, el Sistema de Justicia debe atenerse en 
los casos de las medidas cautelares y de la 
transacción penal, priorizando el desarrollo 
del proceso con la persona acusada en si-
tuación de libertad.

8. Proporcionalidad

Las respuestas penales, aun cuando sean al-
ternativas a la prisión, deben atenerse estric-
tamente a la intervención necesaria para ha-
cer cesar la transgresión y/o reparar el daño, 
de forma proporcional y no arbitraria.

También es común constatar el empleo de 
medidas más severas cuando serían adecua-
das alternativas menos nocivas previstas en 
la ley, como en las prisiones cautelares por 
delitos donde la ley prevé la aplicación de al-
ternativas a la prisión.

En cuanto a las prisiones cautelares, es con-
veniente que se conceda la libertad provi-
sional de las personas prioritariamente, sin 
aplicación de medidas cautelares o, en caso 
de que se apliquen, que se determine un pe-
ríodo reducido para las cautelares y que se 
apliquen las menos onerosas en detrimen-
to del monitoreo electrónico, considerando 
la importancia de atender a las personas a 
través del Centro Integrado de Alternativas 
Penales, sobre todo para la inclusión social.

7. Irretroactividad

No corresponde aplicar ninguna condición 
que agrave la situación de la persona en el 
cumplimiento de una alternativa penal, sin 
que haya sido prevista por la ley con ante-
rioridad al hecho, lo que comprende el régi-
men procesal y de ejecución.

9. Idoneidad

Para determinar la aplicación de una medi-
da o pena alternativa, además de la reserva 
legal previa, corresponderá al aplicador rea-
lizar un riguroso estudio sobre necesidad, 
efectos y sentido de tal medida a la luz del 
hecho, de las personas involucradas y de la 
comunidad, para que dicha medida se aten-
ga al mínimo útil y necesario.

10. Individuación

Para que las alternativas penales permitan 
la resolución en cuanto a la violación de de-
rechos, la reparación de daños y/o la restau-
ración de las relaciones, las medidas o penas 
deben ser tratadas de forma particular y las 
respuestas deben construirse a partir de la 
participación activa de las personas involucra-
das. Es necesario apartarse de las recetas pre-
figuradas que refuerzan el carácter de margi-
nación, exclusión, neutralización y opresión 
de las personas que ingresan al sistema penal.

La Unidad Integrada de Alternativas Penales 
debe construir sus abordajes y derivaciones a 
partir de la singularidad de cada recepción.
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11. Horizontalidad y 
autocomposición

A partir de procedimientos centrados en 
la horizontalidad y la autocomposición, el 
objetivo central de las alternativas penales 
se desplaza de una respuesta meramente 
retributiva por parte del Estado, buscando 
atender mejor la justa medida para los invo-
lucrados. Las personas directamente involu-
cradas en cada caso deben ocupar la cen-
tralidad en la construcción de las soluciones 
a los conflictos y violencias presentados al 
sistema penal.

12. Celeridad

Para que una alternativa penal genere una 
respuesta eficaz, se debe aplicar dentro de 
un plazo que se considere razonable, bajo el 
riesgo de que, cuando y si se determinara, 
ya no promueva ningún sentido o resultado 
para las partes.

Por otro lado, es importante que se privile-
gien los principios y métodos restaurativos, 
respetando los tiempos necesarios para el 
desarrollo de cada caso. No se pueden mi-
nimizar las necesidades de las personas im-
plicadas en un conflicto para ajustarlas a la 
celeridad que pretende el proceso penal.

13. Normalidad

Se debe delinear una pena o medida alter-
nativa a partir de cada situación concreta, 
en sintonía con los derechos y las trayecto-
rias individuales de las personas a cumplir-
la. Así, tales medidas deben primar por no 
interferir o hacerlo de forma menos impac-
tante en las rutinas y relaciones normales y 
cotidianas de las personas involucradas.

Las Unidades Integradas de Alternativas 
Penales deben, sobre todo, considerar este 
principio en cuanto a la construcción de la 
mejor forma de cumplimiento de las penas 
y medidas alternativas penales, sobre todo 
para las indicaciones de cumplimiento de 
la modalidad de prestación de servicios a la 
comunidad y para la participación en gru-
pos temáticos.

14. Imputación personal

La pena o medida alternativa solo se puede 
aplicar al autor de la acción delictiva. Otras 
partes importantes para la resolución del 
conflicto podrán ser invitadas a participar 
en los abordajes/metodologías alternativas 
como la justicia restaurativa, sin que esta 
participación implique la imputación de 
ningún tipo de medida de carácter penal a 
los invitados.
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15. Responsabilidad  
por el hecho

Todavía es común referirse a las personas 
afectadas por el derecho penal como “per-
sonalidades” desviadas, lo que indica un des-
acuerdo con el ordenamiento jurídico penal, 
que debe atenerse al acto. Los medios de 
comunicación juegan un papel fundamen-
tal en esta dirección de reforzar los estigmas 
y condensar una cultura de la peligrosidad, 
que adhiere una identidad criminal a estas 
personas. En este sentido, las penas y me-
didas alternativas también deben atenerse 
al acto que infringió un derecho protegido 
por la norma, sin ninguna pretensión mora-
lizante o arbitrariamente curativa o de trata-
miento. Está prohibida la aplicación de me-
didas de tratamiento, de cuño moralizante, 
religiosas o vejatorias.

16. Primado de la víctima

El derecho penal expropia a las partes la reso-
lución de conflictos, distorsionando e interfi-
riendo negativamente en la autonomía y pro-
tagonismo de las personas en la construcción 
de respuestas adecuadas, la restauración de 
las relaciones y la administración de sus inte-
reses. No hay otra salida para la construcción 
de intervenciones menos autoritarias y arbi-
trarias más que centrar la construcción de las 
soluciones en las partes más afectadas en los 
eventos manifestados en el proceso penal. Es 
necesario restituir a las partes, principalmen-
te a la víctima, el empoderamiento capaz de 
solucionar los problemas; otorgándoles ma-
yores prerrogativas capaces de restablecer y 
restaurar los derechos y las relaciones afec-
tados, en contraposición a la retribución y al 
castigo.

17. Instrumentalidad y 
simplicidad de los actos y de 

las formas

El proceso debe atenerse a los actos estric-
tamente necesarios para el orden jurídico 
justo, sin exagerar formas y ritos que retra-
sen y entorpezcan los fines perseguidos por 
las alternativas penales, al tiempo que debe 
respetar el mínimo necesario en cuanto a 
los procedimientos capaces de garantizar a 
las partes el respeto de sus derechos, espe-
cialmente en lo que respecta a la legítima 
defensa y al debido proceso penal.

18. Provisionalidad

Es fundamental atenerse a la provisionali-
dad de las medidas y penas alternativas. Se 
debe prestar especial atención a las medi-
das cautelares, dado que la morosidad del 
proceso penal puede significar un tiempo 
de medida indeterminado o injustamente 
prolongado, lo que hiere la razonabilidad y 
el principio del mínimo penal. 
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19. Límites del poder 
discrecional 

A la policía y las instituciones que actúan 
en el proceso penal se exige plena sintonía 
con los principios constitucionales del de-
recho a la libertad, la seguridad física, la le-
gítima defensa, la presunción de inocencia 
y la intervención mínima.

La prisión cautelar debe limitarse a las po-
sibilidades determinadas en la ley y ocurrir 
solo cuando se comprueba la total imposi-
bilidad de mantener la libertad.

La discrecionalidad de las instancias del sis-
tema penal debe mantenerse dentro de los 
límites impuestos por la ley.

20. Separación de 
competencias

Cada órgano o instancia debe limitarse a sus 
competencias y conocimientos dentro del 
sistema penal, de forma sistemática y com-
plementaria, respetando la especificidad de 
los saberes de otros campos a la hora de de-
terminar la pena o medida, como en el caso 
de demandas relativas al tratamiento para 
la dependencia química, trastorno mental , 
especificidades relativas a enfermedades u 
otras circunstancias especiales, cuya com-
petencia para el diagnóstico clínico y orien-
taciones para tratamientos e internaciones 
competen a otras áreas del conocimiento.

La Unidad deberá realizar las conducciones 
de los casos que requieran intervenciones 
de otros profesionales, en otras políticas pú-
blicas. La persona será orientada para com-
parecer a las conducciones, no obstante, la 
obligación de la persona queda ligada solo 
al cumplimiento de la medida y no a la con-
ducción. En los casos donde se constate la 
incapacidad de la persona por dependencia 
química u otros factores de salud o psicoló-
gicos, la Unidad deberá conducir la persona 
a la política pública pertinente, para que se 
emita un informe que se incluirá en el proce-
so – la Unidad no tiene competencia para la 
emisión de estos informes.

Los casos que surjan del Poder Judicial con 
determinaciones de tratamientos obligato-
rios deben retornar al Poder Judicial, por vio-
lar la competencia de la Unidad.

21. Economía

La intervención penal tiene como conse-
cuencia costos sociales elevados, que no 
debe valorarse solo desde una perspectiva 
económica, sino sobre todo considerando 
los efectos e impactos negativos en el con-
texto social de las personas directamente 
afectadas, sus familiares y la comunidad.

Esta extensión de los perjuicios de la inter-
vención penal debe ser considerada y pon-
derada al aplicar una respuesta penal, a fin 
de evitar sus efectos contraproducentes, lo 
que exige la búsqueda de soluciones menos 
dañinas socialmente.
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3.2. 	 Principios para la dignidad, libertad y protagonismo de las 
personas en alternativas penales

22. Dignidad y libertad

La política de alternativas penales debe pujar 
por la dignidad y la libertad de las personas 
y por la justicia social. Esta libertad presupo-
ne la participación activa de las partes en la 
construcción de las respuestas, asegurando 
la singularidad, la reparación, la restauración 
de las relaciones y la justa medida para todos 
los involucrados.

23. Respeto a las trayectorias 
individuales y reconocimiento 

de las potencialidades

Al construir respuestas a partir de las alter-
nativas penales se deben respetar las trayec-
torias individuales, promoviendo soluciones 
que involucren positivamente a las partes, 
con énfasis en la potencialidad de las perso-
nas, destituyendo las medidas con un senti-
do de retribución sobre los actos del pasa-
do y promoviendo sentidos emancipatorios 
para las personas involucradas.

24. Respeto y promoción de 
las diversidades

Las alternativas penales deben garantizar 
los derechos humanos de las personas en el 
cumplimiento de lo que corresponde a una 
concepción de la sociedad anti totalitaria y 
con respeto a la alteridad, considerando las 
diversidades, como las relativas a raza, etnia, 
género, generación, entre otras.

25. Promoción de la 
equidad, protección social y 

necesidades reales

El sistema penal actúa de forma selectiva y 
enmascara las violaciones estructurales que 
una parte significativa de la sociedad brasi-
leña sufre históricamente.

Una política alternativa de intervención mí-
nima debe posibilitar a las personas parti-
cipar en el proceso como sujetos activos y 
capaces, escuchadas en sus reales necesi-
dades y demandas para la promoción de la 
equidad y del acceso a los derechos funda-
mentales, en instancias y procedimientos no 
condicionados por las relaciones jerárquicas 
y de poder propias del Sistema de Justicia.
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26. Autonomía,  
consenso y voluntad

El sistema de alternativas penales debe pro-
mover y estimular la autonomía, el consen-
so y la voluntad de las partes para estipular 
libremente, en acuerdo con los derechos 
protegidos por el ordenamiento jurídico, las 
soluciones a sus problemas y conflictos lle-
vados a la esfera penal.

27. Responsabilización

A diferencia del carácter de expiación y cas-
tigo de la pena de prisión, las alternativas 
penales deben buscar la responsabilización 
de los individuos involucrados. 

La responsabilización depende de la cons-
trucción de una alternativa penal con la 
persona involucrada desde el Sistema de 
Justicia y, luego, con el Centro Integrado de 
Alternativas Penales, en la labor de segui-
miento en el cumplimiento. 

La responsabilización no se basa en la inten-
sificación de un tipo de control penal/poli-
cial, sino en el compromiso de la persona 
con la medida alternativa. 

La responsabilización potencia la reducción 
de casos de incumplimiento, sin embargo, 
cuando ocurran, se deberán informar al Po-
der Judicial.
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28. Inter institucionalidad

Por Inter institucionalidad como principio, 
se afirma la necesidad de una acción inte-
grada para garantizar la efectividad del sis-
tema de alternativas penales en Brasil. Este 
principio exige la construcción de flujos e 
instancias de interacción entre las institu-
ciones que componen el sistema penal en 
todas sus fases, considerando los entes fe-
derativos (Unión, estados y municipios), el 
Tribunal de Justicia, la Defensoría Pública, 
el Ministerio Público, la policía y las institu-
ciones de la sociedad civil que promueven 
la inclusión social de las personas y las aco-
gen para el cumplimiento de penas y me-
didas alternativas. El nivel de sostenibilidad 
político-institucional, así como su capacidad 
de afrontar el encarcelamiento, dependen 
directamente del grado de articulación, go-
bierno, entendimiento común y alineación 
de metodologías y estrategias entre las insti-
tuciones destacadas.

3.3. 	 Principios para la acción integrada entre entes federativos, 
Sistema de Justicia y comunidad para el desencarcelamiento

29. Interactividad o 
participación social

El principio de interactividad puja por la ga-
rantía de participación de la sociedad en la 
política de alternativas penales, consideran-
do los siguientes frentes de acción: I) en la 
ejecución de penas o medidas mediante la 
acogida de personas para el cumplimiento 
de las alternativas penales; II) en la inclu-
sión social de las personas en sus progra-
mas sociales, asistenciales y comunitarios; 
III) en el seguimiento de la implementación 
y evaluación de la política de alternativas 
penales, en instancias como consejos, foros, 
comités, grupos de trabajo u otros espacios 
como mecanismo de control social.

30. Interdisciplinaridad

Para garantizar la efectividad de las diver-
sas modalidades de alternativas a la prisión, 
se deben consolidar estructuras técnicas 
multidisciplinarias, con saberes y especia-
lidades pertinentes, capaces de garantizar 
el apoyo a la ejecución de las alternativas 
penales, con metodologías adecuadas a las 
diversas modalidades de las alternativas pe-
nales, así como para promover la inclusión 
social de las personas atendidas, a través de 
la construcción y participación en redes so-
ciales, buscando contribuir a la reversión de 
las vulnerabilidades, la disminución de los 
conflictos, la violencia y la criminalidad.
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3.4. 	 Directrices para un Modelo de Gestión en Alternativas Penales

Las directrices para un modelo de gestión constituyen la base para las acciones que deben 
realizar los gobiernos federales, estaduales y municipales; el Sistema de Justicia y la sociedad civil, 
para consolidar los postulados y principios del campo de las alternativas penales. Estas directrices 
son orientaciones generales que se detallan en tópicos específicos en el Modelo de Gestión.

2 
El Sistema de Justicia y las Unidades 
de Alternativas Penales deben ga-
rantizar el respeto a la dignidad de la 
persona, estando prohibida la aplica-
ción de penas o medidas degradan-
tes o que causen constreñimiento 
físico, por ser incompatible con la po-
lítica de alternativas penales.

El Gobierno Federal debe fomentar 
programas de alternativas penales 
en los estados, así como la adopción 
de prácticas restaurativas por parte 
del Sistema de Justicia como meca-
nismos para disminuir el encarcela-
miento en Brasil.

1

El Gobierno Federal debe privilegiar 
el fomento de alternativas penales 
en detrimento del monitoreo elec-
trónico, considerando el sesgo de 
control y castigo de éste, además de 
su incapacidad para promover res-
puestas restaurativas y de responsa-
bilización.

3

4 
A las diversas prácticas alternativas 
penales en curso en Brasil, se debe 
agregar el fortalecimiento de las po-
tencialidades y la afirmación de las 
trayectorias de las personas, el pro-
tagonismo de las partes, la participa-
ción de la víctima, la reparación de 
daños y la restauración de los bienes 
tutelados cuando sea posible.

El Gobierno Federal debe buscar, a 
través de acuerdos institucionales, 
la sensibilización y responsabiliza-
ción de los integrantes del Sistema 
de Justicia Penal para la implemen-
tación de la política de alternativas 
penales como vía efectiva de des-
encarcelamiento, reducción del uso 
de la pena privativa de libertad y re-
ducción del uso de monitoreo elec-
trónico.

5
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Al Gobierno Federal, en sintonía con el 
Sistema de Justicia y la sociedad civil, 
le corresponderá construir y articular 
propuestas normativas abocadas a 
estructurar el Sistema Nacional de Al-
ternativas Penales (SINAPE) y aplicar 
alternativas a la prisión en sustitución 
de la privación de libertad.

8 

El Gobierno Federal debe fomentar, 
en articulación con el Sistema de 
Justicia, el cumplimiento integral de 
los Tratados Internacionales de los 
que Brasil es signatario, relativos a la 
aplicabilidad de alternativas al en-
carcelamiento en Brasil.

7

6 
El Gobierno Federal debe consolidar 
en la política nacional, así como in-
dicar a las políticas estaduales sobre 
alternativas penales, la difusión de 
formas de participación social y co-
munitaria en la formulación, imple-
mentación, ejecución y evaluación 
de los programas de alternativas 
penales.

9 
Al Gobierno Federal, en alianza con 
los entes federativos y el Sistema de 
Justicia, le corresponderá construir y 
realizar procesos de formación conti-
nua de los equipos y redes de asocia-
dos que trabajan junto a las Unidades, 
considerando las diversas modalida-
des y metodologías, así como los sa-
beres, demandas y especificidades 
relativas a las alternativas penales.

10
Las orientaciones consolidadas en 
este Manual de Gestión serán con-
sideradas para convenios y otras 
formas de transferencia de recursos 
a los estados y al Distrito Federal 
por parte del Gobierno Federal, en 
cuanto a la implementación y man-
tenimiento de programas y pro-
yectos de ejecución de alternativas 
penales.

11 
El Sistema de Justicia y los progra-
mas de ejecución de las alternativas 
penales deben garantizar el derecho 
a la información de las personas en 
cumplimiento de una alternativa pe-
nal, acerca de la situación procesal, 
los servicios y asistencia ofrecidos y 
las condiciones de cumplimiento de 
la alternativa acordada.
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12 
En la aplicación y ejecución de las 
alternativas penales, el Sistema de 
Justicia y das Unidades deben ga-
rantizar el respeto a las diversidades 
generacionales, sociales, étnicas/
raciales, de género/sexualidad, de 
origen y nacionalidad, de ingresos y 
clase social, religión, creencia, entre 
otras.

13 
Debe evitarse aplicar al Sistema de 
Justicia y a las Unidades Integra-
das de Alternativas Penales la in-
ternación obligatoria de personas 
(de acuerdo a la Ley Nº 10.216, de 
2001), garantizando los derechos a 
la instrucción o al tratamiento mé-
dico o psiquiátrico, eventualmente 
necesarios, o posibilitando el acce-
so a los derechos previstos por la 
legislación para limitar y evitar las 
consecuencias negativas de la in-
tervención coercitiva. 

En las alternativas penales, el Siste-
ma de Justicia, el Poder Ejecutivo y la 
sociedad civil deben desnaturalizar 
la criminalización de la pobreza, de 
la juventud y de las personas negras, 
así como de otros grupos vulnera-
bles a la selectividad del sistema pe-
nal, garantizando la igualdad y el res-
peto a la diversidad y contribuyendo 
a la protección social.

14

115
Al Poder Ejecutivo en los estados 
y en el Distrito Federal le corres-
ponderá estructurar las Unidades 
Integradas de Alternativas Penales, 
con equipos calificados, un núme-
ro adecuado de profesionales gra-
duados, saberes especializados, 
derechos laborales asegurados, 
además de considerar la adecua-
da separación institucional y fun-
cional con la administración peni-
tenciaria y los demás órganos de 
seguridad pública y justicia penal, 
así como garantizar la interdiscipli-
nariedad como método de trabajo 
en el acompañamiento de las al-
ternativas penales.

16
El Poder Ejecutivo en las municipa-
lidades, articulado con el Sistema 
de Justicia y la sociedad civil, debe 
buscar constituir redes amplias de 
atención y asistencia social para la 
inclusión de las personas a partir de 
las demandas recibidas y detectadas 
en la aplicación y ejecución de las 
penas y medidas.
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4
El Sistema de Alternativas Penales

Estructurar la Unidad Integrada 
de Alternativas Penales, con un 

equipo calificado, un número 
adecuado de profesionales 

graduados, saberes especializados 
y derechos laborales asegurados.
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4.1.	 Competencias del Poder Ejecutivo Estadual

 ENTES 
FEDERATIVOS

SOCIEDAD

Inter institucionalidad

Participación Social 

SISTEMA DE 
JUSTICIA

  

ENTIDADES 
ASOCIADAS

 

 

Interdisciplinaridad

  
 

A
C
O
M
P
A
Ñ
A
M
E
N
T
O

I
N
C
L
U
S
I
Ó
N

SISTEMA DE 
ALTERNATIVAS 

PENALES

Instituir el órgano ejecutor de las alter-
nativas penales en la unidad federati-
va, al cual le corresponderá la gestión, 
articulación y ejecución de la política 
a nivel estadual, el fomento de instan-
cias de participación de las políticas 
intersectoriales, así como la participa-
ción activa de la sociedad civil en la 
concepción, acompañamiento y eva-
luación de la política de alternativas 
penales.

1

A continuación, destacamos las acciones y responsabilidades de cada uno de los actores in-
volucrados en las alternativas penales, buscando garantizar la sostenibilidad e integración, consi-
derando la necesidad de estructurar una política sistémica, que requiere el compromiso de diversos 
interlocutores.



36 Guía de Formación en Alternativas Penales I 36

Garantizar la interdisciplinarie-
dad como método de trabajo en el 
acompañamiento de las alternativas 
penales.

3

Estructurar a la Unidad Integrada de 
Alternativas Penales, con un equipo 
calificado, un número adecuado de 
profesionales graduados, saberes 
especializados y derechos laborales 
asegurados.

2

Considerar las directrices 
de la política nacional, 
principalmente en cuan-
to al modelo de gestión y 
orientaciones metodoló-
gicas, además de buscar 
formas de financiamiento 
para calificar mejor las ac-
ciones, a partir del apor-
te de recursos propios y 
alianzas.

4

Conducir las redes de servicios so-
ciales de la Unión, de los Estados, 
del Distrito Federal, de Municipa-
lidades y de organizaciones de la 
sociedad civil, respetando el ca-
rácter voluntario de las personas 
conducidas, en cuanto al deseo de 
acceder a estos servicios.

5
Asegurar la disponibilidad de los 
servicios de la red de políticas pú-
blicas orientados al seguimiento de 
las alternativas penales y el acceso 
a los derechos fundamentales del 
público atendido.

6 
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Asegurar la construcción de instan-
cias colegiadas de articulación con 
las Municipalidades, el Ministerio 
Público, la Defensoría Pública, el Po-
der Judicial y las organizaciones de 
la sociedad civil con el objetivo de 
promover las alternativas penales, 
garantizando la alineación con la 
instancia nacional.

8

Difundir formas de 
participación social 
y comunitaria en 
la formulación, im-
plementación, eje-
cución y evaluación 
de la política de al-
ternativas penales, 
a través de instan-
cias como consejos, 
colegios o foros in-
terinstitucionales.

7 

Promover procesos de formación 
continua de los equipos y redes aso-
ciadas, orientados a las diversas mo-
dalidades de alternativas penales 
y metodologías, considerando los 
saberes, las demandas y las especi-
ficidades relativas a las alternativas 
penales.

9

Realizar, a partir de la articulación 
con el Sistema de Justicia, campañas 
de comunicación dirigidas a informar 
a la población sobre la efectividad, 
necesidad y beneficios derivados de 
las alternativas penales.

10

Garantizar la adecuada gestión de 
la información sobre las alternati-
vas penales.

11 
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4.3.	 La sociedad entre el Poder 
Ejecutivo Estadual y el 
Sistema de Justicia

El Poder Ejecutivo Estadual debe firmar un 
Acuerdo de Cooperación Técnica con el Sistema 
de Justicia considerando el Poder Judicial, el 
Ministerio Público y la Defensoría Pública, con 
miras a la efectividad de la política de alternati-
vas penales en el estado, con un recorte especí-
fico sobre los flujos relativos a cada una de las 
modalidades de las alternativas penales. Esta 
asociación debe desdoblarse en una integración 
efectiva de esta red en todas las jurisdicciones 
locales, consolidando los flujos y metodologías. 
A través del diálogo continuo entre los actores 
de esta red, es posible estructurar mejor los ser-
vicios y la relación con la sociedad civil, a partir 
de la constitución de proyectos, redes e inter-
venciones conjuntas, potenciando las acciones 
y calificando el trabajo de ejecución y segui-
miento a las personas en alternativas penales.

4.4.	 Grupo Gestor de las 
Alternativas Penales en los 
estados y municipalidades

Es importante constituir un Grupo Gestor 
Estadual y grupos gestores en las municipali-
dades donde la política de alternativas penales 
esté establecida, considerando la participación 
de los principales socios, las instancias del 
Sistema de Justicia, del poder público y de la 
sociedad civil, con el objetivo de promover los 
programas de alternativas penales, difundir sus 
métodos, sensibilizar al Sistema de Justicia y a 
la sociedad civil, buscar nuevas alianzas para la 
Unidad y acompañar los casos atendidos.

4.2.	 Competencias del Poder 
Ejecutivo Municipal

Fomentar las Unidades Integradas 
de Alternativas Penales a partir de 
una alianza con la política a nivel 
estadual, agregando también las 
responsabilidades señaladas en el 
ítem anterior relativas al Poder Eje-
cutivo Estadual.

1

Asegurar la disponibilidad de servi-
cios de la red pública municipal di-
rigidos a la atención e inclusión so-
cial del público acompañado por los 
servicios de alternativas penales.

2

Promover la sensibilización de sus 
unidades con miras a acoger a las 
personas para el cumplimiento de 
penas o medidas alternativas en sus 
dependencias.

3

Difundir formas de participación 
social y comunitaria en la formula-
ción, implementación, ejecución y 
evaluación de la política de alterna-
tivas penales de la municipalidad, a 
través de instancias como consejos, 
colegios o foros interinstitucionales.

4 
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4.5. 	 El equipo técnico de la 
Unidad Integrada de 
Alternativas Penales

El cuerpo técnico de las Unidades está 
conformado por un equipo multidisciplinario 
con trabajo interdisciplinario, compuesto por 
profesionales de áreas de las ciencias sociales 
y humanas, teniendo en su personal preferente-
mente profesionales de psicología, trabajo so-
cial y derecho.

El profesional del derecho, en ningún mo-
mento, podrá asumir las atribuciones de un de-
fensor público, actuando solo en la orientación/
información sobre el cumplimiento de las alter-
nativas penales. Si la persona atendida requiere 
una defensa técnica, ésta deberá ser remitida a 
la Defensoría Pública. Lo mismo ocurre con el 
trabajo de los psicólogos, que no asumirán atri-
bución clínica o no tienen la competencia para 
emitir informes psicológicos. En caso de ser 
necesario, se remite a la red especializada y se 
acompañan los procedimientos.

El número de profesionales que trabaje 
en la Unidad Integrada de Alternativas Penales 
debe considerar las modalidades de alternativas 
atendidas en la Unidad y la demanda relativa a 
cada modalidad.

4.6. 	 La red de socios

La red de socios de la Unidad debe ser pro-
tagonista y coadyuvante en la política de alterna-
tivas penales. Solo a través de la red de socios se 
construyen posibilidades de revertir las vulnerabi-
lidades sociales del público atendido, además de 
ser el espacio donde muchas personas cumplirán 
la pena o medida determinada judicialmente.

Para que las instituciones socias reciban a 
las personas derivadas por la Unidad Integrada 
de Alternativas Penales, es fundamental que es-
tén en sintonía con los principios de la política y 
puedan recibir a la persona derivada.

Para ello, la política de alternativas pena-
les debe comprometerse con un frente de acción 
junto a la red de socios, a través de las siguientes 
acciones: sensibilización para recibir al público 
de las alternativas penales; capacitación sobre 
la política de alternativas penales a través de 
seminarios, encuentros, rondas de conversación 
y estudios de casos; visitas para seguimiento 
de las personas acogidas por las instituciones, 
entre otras rutinas fundamentales para que las 
alianzas sean efectivas.

La relación con la red debe ser continua, 
apuntando a una mayor capacidad y sensibili-
dad en las cuestiones que involucran la ejecu-
ción de la alternativa penal y la inclusión social, 
el foco en la responsabilización y la atención a 
los principios dispuestos en esta Guía.

Esta rutina de trabajo requiere ajustes 
constantes y un entendimiento conjunto entre la 
Unidad, el Sistema de Justicia y las instituciones 
socias, en cuanto a las especificidades de cada 
caso, las cuales deben ser observadas en función 
de las diversas modalidades de alternativas pe-
nales (estas diferenciaciones se encuentran con 
mayor detalle en las Guías II, III, IV y V, que pre-

Cada uno de los procedimientos metodo-
lógicos a desarrollar con la red de socios 
compone un flujo de trabajo, para una 
mejor comprensión y entendimiento de la 
política de alternativas penales por parte 
de las instituciones. Este detalle también 
está sistematizado en el Modelo de Ges-
tión de Alternativas Penales.
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sentan cada una de las modalidades de alternati-
vas penales, y sus respectivas metodologías).

La red de socios está compuesta por equi-
pos públicos e instituciones de la sociedad civil 
que trabajan en diferentes áreas, lo que posi-
bilita que el acompañamiento de la persona en 
cumplimiento se dé de forma integral. El mapeo 
y la articulación de esta red por parte de la Uni-
dad permite la conducción de los casos y la re-
ducción de las vulnerabilidades sociales de las 
personas en acompañamiento.

Mientras que la red de cumplimiento de 
penas y medidas alternativas depende de la libre 
adhesión de las instituciones para acoger a la 
persona en una alternativa, la Red de Protección 
Social, independiente de los socios, debe acoger 
y atender las demandas sociales específicas de 
las personas derivadas, considerando la misión 
institucional, la universalidad y la disponibilidad 
de los servicios.

La Unidad debe constituir y participar de 
redes amplias de atención y asistencia social 
para la inclusión de las personas a partir de las 
demandas recibidas en el acompañamiento de 
las alternativas penales, con énfasis en las si-
guientes áreas:

Acciones de la Unidad con las 
instituciones socias:

1)	 Acogida de la persona para el cumpli-
miento de la alternativa penal;

2)	 Inclusión en demandas sociales: salud, 
educación, ingreso y trabajo, vivienda, 
programas y proyectos, etc.

Frentes de acción de la 
Unidad con la red de socios:

1) 	 Visitas de acompañamiento a las en-
tidades que reciben a personas para 
cumplimiento de la alternativa penal y 
para inclusión social;

2) 	 Contactos periódicos por teléfono, 
e-mail y otros medios posibles;

3) 	 Participación en eventos y otras activi-
dades promovidas por la red;

4) 	 Realización de seminarios, encuentros, 
capacitaciones, grupos y estudios de 
casos con la red, el Sistema de Justicia, 
la sociedad civil y el equipo técnico.

–	 asistencia de salud;
–	 asistencia de salud para usuarios 

de drogas, alcohol y otras
–	 salud mental;
–	 trabajo, ingreso y calificación 

profesional;
–	 asistencia social;
–	 asistencia jurídica;
–	 educación
–	 desarrollo, producción, formación 

y difusión cultural principalmente 
para el público joven.
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Unidad 
Integrada de 
Alternativas 

Penales

Persona en
Alternativa

CRAS/CREAS

Habitación / Vivienda 
provisional

Beneficios
eventuales

Assistencia 
Jurídica

Búsqueda activa de
otras redes cuando

sea necesario

AA, NA u otros 
tratamientos 

para usuarios de 
alcohol y drogas

Trabajo e
Ingreso

Educación

Salud

En el Manual de Gestión se encuentran mayores detalles acerca de la relación con la red
AA	 Alcohólicos Anónimos
CRAS	 Centro de Referencia de Asistencia Social
CREAS	 Centro de Referencia Especializado en Asistencia Social
NA	 Narcóticos Anónimos
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Entre los éxitos de la política de penas al-
ternativas en Brasil, se destaca, sobre todo, el 
entendimiento asertivo, desde el inicio de la im-
plementación de las Unidades de Apoyo y Acom-
pañamiento a las Penas y Medidas Alternativas 
(Centrais de Apoio e Acompanhamento às Penas 
e Medidas Alternativas – CEAPA's) por parte de 
los estados, de que era necesario comprender las 
realidades locales y respetar las iniciativas. Esto 
llevó a la construcción de una política nacional 
basada en la diversidad, difundiendo la construc-
ción de estructuras en diferentes instituciones 
como el Poder Ejecutivo, el Tribunal de Justicia, el 
Ministerio Público y la Defensoría Pública.

El modelo de Unidad Integrada aquí pre-
sentado debe considerar también las iniciativas 
existentes en los estados, sin embargo, la po-

5
La Unidad Integrada de  

Alternativas Penales

El entendimiento asertivo de 
la necesidad de conocer las 

realidades locales y respetar 
las iniciativas condujo a 
la construcción de una 

política nacional basada en 
la diversidad, difundiendo

la construcción de estructuras 
en instituciones diversas.
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lítica nacional de alternativas penales parte del 
entendimiento de la responsabilidad del Poder 
Ejecutivo sobre el acompañamiento de la eje-
cución de las alternativas penales. Así, el apoyo 
brindado por el Gobierno Federal, con el aporte 
de recursos para la creación y mantenimiento de 
las estructuras, se centra ahora en este modelo 
de sociedad con el Ejecutivo Estadual.

En las jurisdicciones locales donde aún no 
existe una Unidad Integrada de Alternativas Pe-
nales, el Sistema de Justicia deberá sensibilizar 
al Poder Ejecutivo para que implemente dicha po-
lítica pública, apuntando a una mayor institucio-
nalización estadual de la política de alternativas 
penales, con mayor capilaridad y sustentabilidad.

Es preciso con-
siderar no solo los lí-
mites instituidos por 
la ley y las determina-
ciones en cuanto a la 
medida o pena apli-
cada, sino las posibi-
lidades de generar un 
abordaje menos pu-
nitivista a partir de la 
aplicación de modali-
dades más alineadas 
con una intervención 
mínima, descarceladora y restaurativa.

Así, al aplicar y acompañar las alternati-
vas penales, se deben promover los principios 
y directrices presentados en esta Guía, buscan-
do principalmente construir con las personas 
involucradas en cada caso la alternativa que 
mejor atienda a la búsqueda de una solución 
para la ejecución – la cual se desarrollarán en 
las Unidades Integradas de Alternativas Penales 
a implementar en las jurisdicciones locales en 
asociación con el Sistema de Justicia y las ad-
ministraciones municipales.

5.1. 	 El cuerpo de gestión de 
la política de alternativas 
penales junto al Poder 
Ejecutivo Estadual

Debido a la gran diversidad de concepcio-
nes y diseños de gestión de las políticas públi-
cas en la totalidad de las unidades federativas 
de Brasil, consideramos inadecuado determinar 
qué secretaría debe asignar la política de alter-
nativas penales, pero es fundamental establecer 
una gestión de la política de alternativas penales 
junto al Poder Ejecutivo. Esta gestión debe ser 

autónoma de la 
gestión peniten-
ciaria o de cual-
quier dirección 
carcelaria pública, 
con competencia 
específica para la 
gestión de la po-
lítica de alternati-
vas penales en la 
unidad federativa. 
Esta estructura 
de gestión junto 

al Poder Ejecutivo debe contener un cuerpo téc-
nico capaz de responder a la gestión de la políti-
ca en un nivel institucional estratégico y no será 
responsable directa de las partes involucradas.

En las jurisdicciones locales donde 
aún no hay una Unidad Integrada de 
Alternativas Penales, el Sistema de 
Justicia deberá sensibilizar al Poder 
Ejecutivo para que implemente dicha 

política pública, apuntando a una mayor 
institucionalización estadual de la 

política de alternativas penales, con 
mayor capilaridad y sustentabilidad.
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Auxiliar(es) 
para 

Articulaciones
de Redes

DIRECCIÓN DE 
ALTERNATIVAS PENALES

Coordinación 
Metodológica

Supervisor 
de Justicia 
Restaurativa

Gestión 
Administrativa

Coordinación 
de Articulación 

de Red

Coordinación 
Jurídica

Coordinación 
Financiera y 

Administrativa

Supervisor 
de medidas 

para hombres
autores de

violencias contra
las mujeres

Auxiliar(es) 
para 

Coordinación 
jurídica

Supervisor 
Alternativas 

Penales

Gestión
Financiera

Las atribuciones de cada cargo están 
detalladas en el Manual de Gestión

Se destaca que la Supervisión de Justicia Restaurativa y la Supervisión de 
Medidas para hombres autores de violencias solo existirán si la política de 
alternativas penales del estado implementar estos programas
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5.2. 	 Atribuciones de la Unidad Integrada de Alternativas Penales

Para el acompañamiento de la ejecución de las alternativas penales, el Poder Ejecutivo debe 
estructurar Unidades Integradas de Alternativas Penales en las jurisdicciones locales del estado y del 
distrito federal, subordinados al órgano ejecutor de la política de alternativas penales del Gobierno 
del estado y del Distrito Federal.

Corresponde a la Unidad 
Integrada de Alternativas 
Penales:

Ofrecer medios para la elaboración y acompa-
ñamiento de las alternativas penales, a través de 
metodologías calificadas considerando cada una 
de las modalidades de alternativas penales, pro-
moviendo la autonomía y el protagonismo de la 
persona, la restauración de vínculos familiares, so-
ciales y comunitarios y el entendimiento/resignifi-
cación de los procesos de criminalización, conflic-
tos y violencia vivenciados, así como la búsqueda 
por revertir las vulnerabilidades sociales.

1 

Elaborar el tipo de alternativa con la persona, a par-
tir de la modalidad de alternativa penal que se es-
tableció en cada caso, buscando vincular sentidos 
emancipatorios que pongan en valor las potencia-
lidades, estimulando el carácter creativo/social/co-
munitario de las personas, para que las actividades 
promuevan autoestima, empoderamiento, partici-
pación social, vínculo afectivo, restauración y resig-
nificación de los conflictos/violencia vivenciados.

2 

Acoger, acompañar y orientar 
a las personas en alternativas 
penales a través de los servi-
cios psicosocial y jurídico, ade-
más de garantizar atenciones 
y dinámicas interdisciplinarias 
y grupales.

3 

Garantizar el derecho a la in-
formación de las personas en 
cumplimiento de una alterna-
tiva penal, sobre la situación 
procesal, los servicios y la asis-
tencia ofrecidos, y las condi-
ciones para el cumplimiento 
de la alternativa determinada.

4 

Garantizar el respeto a la diver-
sidad generacional, social, étni-
ca/racial, de género/sexual, de 
origen y nacionalidad, de ingre-
sos y de clase social, de religión, 
creencias, entre otras, en cuanto 
a la elaboración de una  alterna-
tiva penal.

5 
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Desarrollar directamente o establecer alianzas 
con instituciones especializadas y/o universidades 
con el propósito de desarrollar proyectos temáti-
cos para el cumplimiento de modalidades que 
permitan al Poder Judicial la conducción a gru-
pos, tales como: drogas, tránsito, medioambiente 
y otros temas relativos a los campos de las alter-
nativas penales.

La metodología para el desarrollo de grupos te-
máticos se encuentra publicada en la Guía IV. En 
los casos de grupos reflexivos para hombres auto-
res de violencia doméstica y familiar contra muje-
res, se deben seguir las orientaciones contenidas 
en la Guía V (Acciones de Responsabilización para 
hombres autores de violencia contra las mujeres).

9 

Asegurar las conducciones ne-
cesarias en cuanto a la garantía 
de los derechos relativos a trata-
mientos médicos o psiquiátricos 
eventualmente necesarios.

6

Crear y mantener una red de so-
cios para las conducciones nece-
sarias para la ejecución de alter-
nativas penales.

7

Constituir y participar de redes 
amplias de atención y asistencia 
social para garantizar los dere-
chos de las personas.

8

Realizar conducciones adecuadas para la ejecución 
de las alternativas penales en la modalidad de Pres-
tación de Servicios a la Comunidad, observando:

–	 las habilidades y aptitudes;
–	 lugar de vivienda;
–	 horarios disponibles.

Además, se debe acompañar el cumplimiento de 
la prestación del servicio a través del contacto di-
recto con la persona en cumplimiento y las enti-
dades socias, garantizando el apoyo necesario a la 
persona y a las entidades durante la ejecución de la 
alternativa.

10 

Promover capacitaciones, confe-
rencias, seminarios y cursos sobre 
alternativas penales, con el fin de 
difundirlas a la sociedad, buscan-
do reunir diversos organismos 
gubernamentales y no guberna-
mentales.

11 

Garantizar la recolección, alma-
cenamiento y manejo de datos 
e información sobre el público 
y las alternativas penales, contri-
buyendo con datos estadísticos 
cuantitativos y cualitativos para 
estudios sobre alternativas pena-
les, así como promoviendo inves-
tigaciones en el área.

12
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Acogida
Acompañamiento 

de Alternativas 
Penales

Coordinación 
Jurídica

RedesSector 
Administrativo

UNIDAD INTEGRADA 
DE ALTERNATIVAS 

PENALES

Secretaría Primera 
Atención

Apoyo 
Jurídico

Articulación 
de Redes

Técnico- 
Administrativo

Núcleo 
de Justicia

Restaurativa

Núcleo de medidas 
para hombres 

autores de violencias 
contra mujeres

Núcleo de 
Medidas 
y Penas

Alternativas

Equipo de 
mediación

Equipo 
Técnico

Equipo 
Técnico

Medidas 
Cautelares  

Distintas 
de Prisión

Negociación 
judicial para 

delitos menores 
graves  y 

suspensión 
condicional 

Sentencias 
suspendidas

Penas 
alternativas 

Tipos de Alternativas Penales

5.3.	 Estructura de la Unidad Integrada de Alternativas Penales

Las atribuciones de cada cargo están 
detalladas en el Manual de Gestión

Se destaca que el Núcleo de Justicia Restaurativa y el Núcleo de medi-
das para hombres autores de violencias solo existirán si la política de 
alternativas penales del estado implementa estos programas
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5.4.	 Alteraciones terminológicas 
en el acompañamiento de 
las alternativas penales

Entre las transformaciones en la política 
de alternativas penales, se destaca un cambio en 
el abordaje de los servicios de acompañamien-
to desarrollados por las Unidades Integradas de 
Alternativas Penales. Este cambio propone un 
nuevo lenguaje, más acorde a los objetivos de la 
política, antes centrados en el monitoreo y la fis-
calización. A partir de las transformaciones pro-
puestas en esta Guía, se deben adecuar termino-
logía, abordajes, procedimientos e instrumentos 
de trabajo a este nuevo patrón detallado en el 
Manual de Gestión, considerando las transfor-
maciones necesarias en la concepción y ejecu-
ción, pero también en la terminología adoptada 

por el campo de las alternativas penales, buscan-
do ajustar de forma sistemática y estructural la 
política de alternativas penales. Cabe destacar 
que estos cambios no restan importancia a un 
gran trabajo en el acompañamiento que busca 
el adecuado cumplimiento de la pena o medida 
por parte de la persona derivada a la Unidad, pero 
este seguimiento adquiere nuevas dimensiones 
y abordajes, ya expuestos a lo largo de esta Guía. 
Frente a estos desafíos, proponemos la sustitu-
ción de los siguientes términos:
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Terminologia anterior:  
Fiscalización y Monitoreo

Nueva terminología:  
Acompañamiento y  
Acceso a Derechos 

Justificación:

–	 Por tratarse de alternativas penales, la 
mayoría se aplica antes de la senten-
cia y la pena, lo que exige una adecua-
da consideración de la autonomía de la 
persona, a partir de la construcción de 
procesos de responsabilización.

–	 Esta nueva terminología de alternativas 
rompe con una concepción de expan-
sión del control penal, buscando actuar 
para: incentivar la participación de la 
comunidad y de la víctima en la resolu-
ción de conflictos; la responsabilización 
de la persona a quien se atribuye una 
medida y el mantenimiento de su víncu-
lo con la comunidad, con la garantía de 
sus derechos individuales y sociales; y 
la restauración de los bienes tutelados, 
siempre que sea posible;

– Una parte significativa de las personas 
que llegan a los servicios de acompaña-
miento de alternativas penales presen-
tan vulnerabilidades sociales por falta 
de acceso a derechos fundamentales y   
políticas públicas, lo que determina la 
necesidad de un abordaje centrado en 
la afirmación de la autonomía, el acceso 
a los derechos y a políticas públicas, sin 
carácter obligatorio a partir de las de-
mandas presentadas por las personas.

Terminología anterior:  
Beneficiario; Cumplidor; 

Apenado

Nueva terminología: 
Persona en alternativa

Justificación:

Las personas en alternativas penales no fue-
ron beneficiadas, sino que están ejerciendo 
sus derechos. Por recibir una alternativa a la 
pena, es un error llamarlas “apenadas”. Tam-
bién el término "cumplidor" se torna incapaz 
de traducir las múltiples acciones posibles y 
necesarias en el campo de las alternativas 
penales. Así, los servicios deben alinear su 
terminología respetando al individuo en su 
integralidad, capacidad, autonomía y en el 
pleno uso de sus derechos.
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•	 Manual do Módulo Documentação Civil no SEEU – Perfil Depen
 

GESTIÓN Y TEMAS TRANSVERSALES (EJE 5) 

•	 Manual Resolução nº 287/2019 – Procedimentos Relativos a Pessoas Indígenas Acusadas, Rés, Condenadas 
ou Privadas de Liberdade  

•	 Relatório Mutirão Carcerário Eletrônico – 1ª Edição Espírito Santo  
•	 Relatório de Monitoramento da Covid-19 e da Recomendação 62/CNJ nos Sistemas Penitenciário e de 

Medidas Socioeducativas I  
•	 Relatório de Monitoramento da Covid-19 e da Recomendação 62/CNJ nos Sistemas Penitenciário e de 

Medidas Socioeducativas II  
•	 Manual Resolução nº 348/2020 – Procedimentos relativos a pessoas LGBTI acusadas, rés, condenadas ou 

privadas de liberdade  
•	 Relatório Calculando Custos Prisionais – Panorama Nacional e Avanços Necessários  
•	 Manual Resolução nº 369/2021 – Substituição da privação de liberdade de gestantes, mães, pais e 

responsáveis por crianças e pessoas com deficiência  
•	 Projeto Rede Justiça Restaurativa – Possibilidades e práticas nos sistemas criminal e socioeducativo  
•	 Pessoas migrantes nos sistemas penal e socioeducativo: orientações para a implementação da Resolução 

CNJ nº 4052021  
•	 Comitês de Políticas Penais – Guia prático para implantação  
•	 Diálogos Polícias e Judiciário – Diligências investigativas que demandam autorização judicial  
•	 Diálogos Polícias e Judiciário – Incidências do Poder Judiciário na responsabilização de autores de crimes 

de homicídio: possibilidades de aprimoramento  
•	 Diálogos Polícias e Judiciário – Participação de profissionais de segurança pública em audiências judiciais 

na condição de testemunhas  
•	 Diálogos Polícias e Judiciário – Perícia Criminal para Magistrados  
•	 Diálogos Polícias e Judiciário – Folder Alternativas Penais: medidas cautelares diversas da prisão  
•	 Diálogos Polícias e Judiciário – Folder Alternativas Penais: penas restritivas de direitos, suspensão 

condicional do processo e suspensão condicional da pena  
•	 Diálogos Polícias e Judiciário – Folder A Lei Maria da Penha e as medidas protetivas de urgência  
•	 Diálogos Polícias e Judiciário – Folder Monitoração Eletrônica  
•	 Pessoas LGBTI no Sistema Penal – Cartilha para implementação da Resolução CNJ 348/2020  
•	 Pessoas LGBTI no Sistema Socioeducativo – Cartilha para implementação da Resolução CNJ 348/2020 
•	 Informe – O sistema prisional brasileiro fora da Constituição 5 anos depois: Balanço e projeções a partir do 

julgamento da ADPF 347 
•	 Informe – Transformando o Estado de Coisas Inconstitucional nas Prisões Brasileiras: Caminhos e avanços a 

partir do julgamento cautelar da ADPF 347 
•	 Fazendo Justiça – Conheça histórias com impactos reais promovidos pelo programa no contexto da 

privação de liberdade (traduções – inglês / espanhol) 
•	 Caderno de orientações técnicas para o mutirão processual penal 2023 
•	 Manual Legislação de Proteção de Dados Pessoais – Plataforma Socioeducativa 





Acesse o código QR 
�e conheça outras 
publicações do Programa 
Fazendo Justiça




	Pages from 01_Guía_de_Form_en_Alt_Penales_I_esp_eletronico-2.pdf
	miolo-01_Guía_de_Form_en_Alt_Penales_I_esp_eletronico.pdf
	Pages from digital-guia-orcamento-politica-socioeducativa.pdf

